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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Jorge Orrico. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Gustavo Borsari, Diego Cánepa, Luis Alberto 
Lacalle Pou, Edgardo Ortuño, Javier Salsamendi y Daisy Tourné. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, esta abierta la reunión. 


Quisiera informar a los integrantes de la Comisión que el señor Diputado Casaretto ha solicitado ser recibido 
conjuntamente con el señor Diputado Olano Llano con el fin de hacer una exposición acerca de un proyecto 
de ley presentado por ellos, referido a la propiedad de la tierra. 


Si están de acuerdo, podríamos citarlos para el próximo miércoles a la hora 10. Propongo, además, 
escucharlos respetuosamente pero no debatir. 


(Apoyados) 


——- Ahora, vamos a pasar a considerar el primer punto del orden del día: "Día del trabajador de la industria 
frigorífica". 


Como recordarán, habíamos solicitado un informe a la patronal. Debemos decir que hemos recibido dos 
informes, uno de la Asociación de la Industria Frigorífica del Uruguay y otro de la Cámara de la Industria 
Frigorífica. 


SEÑOR ORTUÑO.- El señor Diputado Salsamendi me hace notar que con relación a este tema hemos 
recibido solicitudes de audiencia. En las notas de la Asociación de la Industria Frigorífica del Uruguay 
y de la Cámara de la Industria Frigorífica -que está repartiendo la Secretaría-, en las que dan sus 
opiniones sobre el tema, también solicitan ser recibidas por esta Comisión. Creo que podríamos 
recibirlos y escuchar sus argumentos, e incorporar, por supuesto, también al sindicato de trabajadores. 
Por lo tanto, mociono para no tomar una resolución sobre este tema sin antes atender estas solicitudes, 
para después resolverlo lo más rápido que se pueda, tratando de que la solución legislativa a la que 
arribemos exprese, en lo posible, un acuerdo de partes, ya que en todas las notas que hemos recibido se 
puede ver que hay buena disposición para trabajar y avanzar en el reconocimiento de un día para los 
trabajadores. 


Como vimos en la sesión pasada, hay matices sobre las implicancias económicas que tiene este proyecto, 
pero tengo esperanzas de que escuchando a los actores y tratando de buscar puntos de acuerdo, podamos 
arribar a una buena solución para elevar al plenario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, citaríamos a las patronales y al sindicato para el miércoles que 
viene a la hora 14. 


SEÑOR LACALLE POU.- Propongo que las patronales vengan juntas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, eso lo coordinamos. 


SEÑOR CÁNEPA.- Voy a apoyar la moción presentada por el señor Diputado Ortuño. Comprendo el 
espíritu que lo anima en el sentido de atender las solicitudes de audiencia presentadas a esta Comisión. 


Este tema lo discutimos hace ya un tiempo -por distintas razones esta Comisión no se ha podido reunir desde 
hace un par de semanas- y los argumentos respecto al tema de vertidos por la industria frigorífica -tanto la 
Asociación como la Cámara- son conocidos por quien habla. Por lo tanto, más allá de que me parece muy 
bien que esta Comisión haga el esfuerzo, no solo de escucharlas sino de acercar a las partes para llegar a un 
acuerdo, quien habla cree que el proyecto, tal cual está planteado, es un justo reconocimiento a la histórica 
Federación Obrera Autónoma de la Carne, más allá de los argumentos esgrimidos por la industria. 


Quiero decir - a veces uno repite para que las cosas queden claras- que esto no significa que vayamos a actuar 
igual con otros sindicatos. En este caso particular -esto también fue expresado mucho mejor que por quien 
habla, por el señor Diputado Melgarejo en su oportunidad-, se fija el 28 de mayo como Día del Trabajador de 
la Industria Frigorífica como un reconocimiento al sindicato de la Federación Obrera Autónoma de la Carne, 
de forma muy especial. Me remito a los argumentos y a los dichos del señor Diputado Melgarejo en la sesión 
en la que tratamos el tema por primera vez. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Personalmente, también tengo una posición relativamente formada en el 
tema. No obstante, en primer lugar, me parece de trámite recibir a quienes solicitan la audiencia. En 
segundo término, en este momento la necesidad de aprobar el proyecto con relación a la fecha 
establecida se ha diluido, independientemente de la aspiración de tratarlo lo más rápidamente posible. 
En tercer lugar, también en este momento existe una situación especial que se ha dado con el retiro de 
la industria frigorífica del marco de los Consejos de Salarios. Por lo tanto, entendemos que quizás no 
sea este momento, este instante o esta sesión, la mejor oportunidad para tratar el tema, sobre todo sin 
escuchar a las partes involucradas en este proyecto. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Tal como se ha expresado, este tema viene siendo estudiado desde hace 
dos o tres sesiones. En la última solicitamos postergar el asunto a los efectos de estudiarlo más 
profundamente. Quien habla ya tiene posición tomada al respecto. De cualquier manera, en virtud de 
que la Federación Autónoma de la Carne es un gremio que ha venido actuando en el país desde hace 
muchos años, y hemos estudiado profundamente sus actitudes desde los lejanos años cuarenta hasta 
hoy, el pedido del legislador Ortuño nos parece procedente. Hay tres pedidos de audiencia y no me 
parece mal escuchar a las partes involucradas en el asunto. Sin desmedro de eso, repito que quien 
habla ya tiene posición formada y podría votar el proyecto en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, vamos a citar para el próximo miércoles a la hora 14 a las 
organizaciones involucradas en este proyecto. Convocaremos a las dos patronales y al sindicato. 


(Apoyados) 


SEÑOR ALONSO.- He estado haciendo algún contacto y se me informó que uno de los temas que se 
están conversando en los Consejos de Salarios es, especificamente, este. Me refiero a tratar de 
incorporar a los distintos sectores alguna fecha evocativa, con lo cual puedo no estar de acuerdo, pero 
entiendo que al menos es más homogéneo. En ese sentido, sugeriría hacer la consulta al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social o a quienes estén coordinando los grupos -creo que hay un grupo que 
gerencia o administra los Consejos de Salarios, que coordina todas las acciones- para saber si esta 
temática está instalada ahí, como se nos ha comentado. Si esto es así, quizás el proyecto tendría que 
atender a la negociación que se está dando a otro nivel, o por lo menos tomarla en cuenta en la 
Comisión en el momento de considerarlo. Digo esto porque, precisamente, se está negociando para que 
cada sector pueda tener algún día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa entiende que no es óbice a lo que se acaba de resolver y que es de 
trámite recibirlos de todas maneras; naturalmente que la consulta se va a hacer. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en tercer término del orden día: "Fracción N* 4 perteneciente al 
Padrón N* 184 en mayor área, de la localidad de Cerro Chato, departamento de Treinta y Tres. (Se dispone su 
desafectación del patrimonio del Estado y se afecta al patrimonio de la Administración Nacional de 
Educación Pública). (C/130/05. Rep. 239/05)". 


SEÑORA TOURNÉ.- Recuerdo que este proyecto fue vuelto a Comisión por errores en el número de 
padrón e información sobre la fracción respectiva. 


Se recabó la información oficial, y hoy traigo para dejar en la Comisión la cédula catastral respectiva para 
tener exactamente el número de padrón -que era el error que cometía el proyecto-, fotocopia del plano y una 
propuesta de redacción que corrige los errores que el proyecto tenía. En este sentido, quiero agradecer la 


participación del señor Diputado Longo, que es escribano, quien nos ayudó -como hacía en su momento la 
señora ex Diputada Diana Saravia Olmos- a redactar con pertinencia el artículo a los efectos de que proceda. 


Si el señor Presidente me autoriza, voy a leer la propuesta de redacción, sobre todo el artículo 1%, que era 
donde estaba el problema, y que ahora diría: "Artículo 1*.- Transfiérese, a título gratuito, del dominio del 
Estado a la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP) la fracción sita en la manzana número 51 
de la localidad catastral de Cerro Chato, departamento de Treinta y Tres, Padrón número mil doscientos once 
(1211) señalado como la fracción N* 1, en el plano proyecto de mensura del ingeniero agrónomo Alberto E. 
Ameztoy Monteavaro, de octubre de 2003, inscripto en la Oficina Delegada de Catastro de Treinta y Tres con 
el N* 8.532 el 8 de setiembre de 2004, el que cuenta con una superficie de 5.404,80 metros cuadrados". 


El artículo 2” quedaría tal cual lo habíamos propuesto; pero ahora esto puede operar tal cual lo plantea este 
artículo, como título y modo de dicha traslación de dominio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A la Mesa le surge la duda de si esa persona no es ingeniero agrimensor, 
aunque esto no es trascendente. 


SEÑORA TOURNÉ.- En lo que acabo de leer dice que es ingeniero agrónomo, pero debería decir 
ingeniero agrimensor. Dejo la documentación a disposición de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa propone que esa documentación, que se preocupó en traer la señora 
Diputada Tourné, se agregue a la ley, a los efectos de facilitar la parte registral de este asunto. 


Si estamos todos de acuerdo, la Mesa propone votar los dos artículos de este proyecto de ley en conjunto. 


Antes de eso, pasamos a leer el artículo 2*, a los efectos de que quede registrado. Dice así: "Artículo 2”.- La 
presente ley operará como título y modo de dicha traslación de dominio, bastando para su inscripción en la 
Sección Inmobiliaria del Registro de la Propiedad, un testimonio de la presente disposición, que podrá ser 
complementado por un certificado notarial que contenga los datos pertinentes para el correcto asiento 
registral". 


Se va votar. 
(Se vota) 
——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


De acuerdo con las sugerencias que se están haciendo, la miembro informante será la señora Diputada 
Tourné. 


La Mesa desea dejar sentada expresamente -ya lo mencionó la señora Diputada Tourné- la noble colaboración 
que tuvo el señor Diputado Longo en este asunto, quien fue consultado y rápidamente nos resolvió el 
problema. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en cuarto término del orden del día: "Transferencia de un inmueble 
del patrimonio del Estado a la Administración de las Obras Sanitarias del Estado. (Modificación del 
artículo 1% de la Ley_N* 17.807). (C/149/05. Rep. N* 251/05)". 


Con respecto a este tema, lo que estaba mal aquí era el número de padrón. 


El proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo modifica el artículo 1 de la Ley N* 17.807, que dice que el 
padrón es el N* 2.958, estableciendo que el padrón correcto es el N* 57.236. 


Quiero aclarar que en este caso conté nuevamente con la colaboración del señor Diputado Longo. Hago 
extensivo a la Comisión lo que me dijo: "En cuanto a la carpeta N” 149 de dicha Comisión, no tengo nada 
que observar, sugiriendo y si Uds. lo consideran necesario, técnicamente quedaría mas ajustado si el padrón 
además de establecerse con números se establece también con letras, ya que es este (padrón) un elemento 
fundamental de identificación de los inmuebles". 


Entonces, el proyecto de ley quedaría redactado tal como fue enviado. 


SEÑOR ALONSO.- Tengo una duda. La forma elegida para hacer la identificación del padrón -que 
cambió de número- es hacer la modificación de una ley. Lo que sucedió en este caso fue que a través de 
la Ley N” 17.807 se expropió el padrón que en ese momento tenía el N” 2.958. Actualmente, ese padrón 
tiene el número 57.236. A través de este proyecto de ley se modifica la ley en virtud de la cual se hizo la 
expropiación. No sé si técnicamente esto es lo mejor. Quizá se debería hacer una ley que interprete que 
el padrón que se expropió actualmente tiene otro número. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Desconozco si el problema fue ese o si se trata de un error. 


SEÑOR CÁNEPA.- En un principio tuve la misma impresión que el señor Diputado Alonso, es decir, 
que había cambiado el número de padrón, pero luego de leer con atención el proyecto me di cuenta de 
que hubo un error en la información que se envió al Parlamento en aquel momento. Llegué a esta 
conclusión porque en la ley se establece: "(...) ingeniero agrimensor Germán Dellepiane inscripto en la 
Dirección General de Catastro Nacional con el N” 8.810, el 24 de agosto de 1998 (...)" y en el proyecto el 
nuevo padrón tiene el mismo número de inscripción y fue inscripto en la misma fecha. Evidentemente, 
hubo un error en la información que recibió el Parlamento cuando redactó la ley. Como el 
Departamento Notarial del Ministerio de Transporte y Obras Públicas constató que el número de 
padrón no correspondía con esa inscripción, el Poder Ejecutivo nos solicita que modifiquemos el 
artículo 1” de la Ley N* 17.807 para que figure el padrón correspondiente. Esto se establece claramente 
en la exposición de motivos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto está bien, pero es válido que se podría haber hecho de otra manera. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
SEÑOR SALSAMENDI.- Propongo que se designe al señor Presidente como miembro informante. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Acepto ser miembro informante de este proyecto. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en quinto término del orden del día: "Responsabilidad civil del 
Estado por daños causados a terceros en la ejecución de servicios públicos. Reglamentación de los 
artículos 24 y 25 de la Constitución de la República". 


SEÑOR ORTUÑO.- Este proyecto de ley viene de la Legislatura anterior; su origen fue en el Senado, 
donde tuvo una larga consideración y fue aprobado en el plenario. De la versión taquigráfica surge que 
se presentaron aditivos, entre otros, por el Senador Korzeniak, que no se llegaron a plasmar en el texto 
definitivo y que nosotros recogemos en esta oportunidad. 


En líneas generales, nos parece que este es un proyecto pertinente, necesario, que viene a llenar no digo un 
vacío pero sí un aspecto que en la legislación nacional no ha estado suficientemente claro, reglamentado o 
establecido en sus alcances y que ha llevado -quiero creer que es por eso- a la poca aplicación de lo 
establecido en el artículo 25 de la Constitución. 


Como bien se decía, el proyecto reglamenta lo dispuesto en los artículos 24 y 25 de la Constitución de la 
República. El artículo 24 hace referencia a la responsabilidad civil del Estado y el artículo 25 a la posibilidad 
de repetición sobre los funcionarios que tengan responsabilidad en las situaciones dañosas para las arcas o 
intereses del Estado que pudieran devenir de esa responsabilidad civil que cualquier ciudadano o particular 
pueda exigir al Estado cuando se ve perjudicado por un acto estatal. 


El artículo 24 de la Constitución expresa: "El Estado, los Gobiernos Departamentales, los Entes Autónomos, 
los Servicios Descentralizados y, en general, todo órgano del Estado, serán civilmente responsables del daño 
causado a terceros, en la ejecución de los servicios públicos, confiados a su gestión o dirección". Aquí en 
Sala hay varios abogados, pero es sabido que esta responsabilidad civil se ha exigido en muchos casos. 


El artículo 25 de la Constitución no ha sido aplicado. Adviértase lo que dice: "Cuando el daño haya sido 
causado por sus funcionarios, en el ejercicio de sus funciones o en ocasión de ese ejercicio, en caso de haber 
obrado con culpa grave o dolo, el órgano público correspondiente podrá repetir contra ellos, lo que hubiere 
pagado en reparación". El proyecto que tenemos a consideración viene a reglamentar la aplicación de estos 
artículos. Nosotros hemos estado trabajando en base al proyecto que viene del Senado y que retiramos del 
archivo, ya que tuvo origen en la Legislatura anterior. A la opinión favorable en general, que ya adelantaba, 
vamos a agregar en la discusión particular algunas propuestas de modificación que mejoran la formulación 
del proyecto, estableciendo un equilibrio de garantías. Obviamente, nos preocupa garantizar los recursos, el 
patrimonio del Estado. También nos interesa difundir y seguir estimulando normas de conducta de 
responsabilidad en todo el funcionariado público, que generen una lógica, una ética de la función pública 
muy firme y muy celosa del cuidado de los dineros que en última instancia son de todos los ciudadanos y que 
atiendan a las garantías y seguridades que los propios funcionarios deben tener. Aquí debe haber un equilibrio 
que permita reglamentar un artículo de nuestra Constitución que no se ha utilizado y que bueno sería que se 
utilizara, porque sabemos que a veces los perjuicios económicos y de otro tipo que padece el Estado son por 
responsabilidad, negligencia o culpa grave de algunos funcionarios. Creemos que es correcto que el Estado 
exija esa responsabilidad a esa clase de funcionarios cuando estos incurren en esta. 


Insisto: al establecer la necesidad de accionar esos mecanismos, el proyecto debe cuidar que los funcionarios 
tengan las garantías correspondientes del debido proceso legal, que los ampare en el transcurso de su gestión 
y ante juicios de esta naturaleza. 


El proyecto en concreto tiene como novedad el hecho de que el término "podrá" que establece la 
Constitución aquí se encauza. El artículo 1” en su redacción original establece: "Las acciones de repetición a 
que hace referencia el artículo 25 de la Constitución de la República serán ejercidas” -aquí aparece la primera 
novedad- "por el Ministerio Público, el que deberá intimar al organismo competente si corresponde o no su 
iniciación, conforme a lo establecido en la citada norma (...)". Estoy leyendo el proyecto original, para luego 
plantear las modificaciones que propongo. 


SEÑOR LACALLE POU.- No es mi intención interrumpir la exposición del señor Diputado Ortuño - 
en cuya base estamos de acuerdo-; sugiero que discutamos sobre el fondo del asunto y después 
entremos en los pormenores. 


SEÑOR ORTUÑO.- En esa línea estaba exponiendo, señor Diputado. Me parecía importante reseñar el 
artículo 1” y no todos los demás, porque es el corazón y la esencia de la propuesta en general. Después 
daríamos paso a la ronda de intervenciones que va a venir. ¿Por qué? Porque el corazón del proyecto 
es que encarga las acciones de repetición a las que hace referencia el artículo 25 de la Constitución de 
la República al Ministerio Público, "el que deberá intimar al organismo competente si corresponde o 
no su iniciación, conforme a lo establecido en la citada norma (...)". 


Leo lo siguiente que nos parece más importante todavía: "Solo por resolución debidamente fundada, el 
Ministerio Público podrá resolver la no iniciación de la acción". Por tanto, no solo se le encarga al Ministerio 
Público sino que, en las situaciones que describíamos antes -de perjuicio del Estado-, para no iniciar las 
acciones de repetición debe fundamentarse. 


El artículo 1* del proyecto original termina diciendo: "Los antecedentes relativos a cada caso deberán 
inscribirse en un Registro especial" -esta es la novedad instrumental, no de fondo, que establece el proyecto- 
"que llevará la Oficina Nacional del Servicio Civil en la forma establecida en el artículo 2” de la presente 
ley". Después vienen aspectos prácticos, de instrumentación, aunque no menores. Se establecen los 
resguardos jurídicos necesarios, las garantías, los mecanismos pero, reitero, el artículo 1” es el que incluye las 
novedades. Se encomienda al Ministerio Público el seguimiento y la responsabilidad en relación con esta 
facultad que da la Constitución de la República al Estado y se establece que para no repetir, debe 
fundamentarse, por lo cual la indicación es muy clara. Asimismo, se propone la creación de un registro, que 
después vamos a ver que prevé algunas cuestiones prácticas para que se pueda seguir el tema. 


Por lo tanto, estaríamos recomendando el tratamiento profundo del proyecto, exhortando a la Comisión a 
acompañarlo, porque nos parece positivo. No en vano logró el acuerdo de los distintos lemas y partidos en la 
Legislatura pasada, en la órbita del Senado. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Sin perjuicio de tratar el tema y de discutirlo en nuestro Partido -como 
lo estamos haciendo-, quiero expresar que los artículos 24 y 25 de la Constitución de la República son 
muy claros en el sentido de establecer las responsabilidades y la repetición del Estado de las posibles 
acciones desviadas de los jerarcas y de los funcionarios. 


Desde mi punto de vista, los artículos 24 y 25 de la Constitución de la República no solo son claros sino 
diáfanos en cuanto al tratamiento de este tema. 


Confieso que soy contrario a la proliferación de leyes que repitan o digan cosas que ya están establecidas en 
otras leyes, en la Constitución de la República o en los Códigos; estoy en contra de la superabundacia. Los 
artículos 24 y 25 son tan claros que no se puede aducir que nunca se han aplicado. Respeto mucho lo que ha 
dicho el señor Diputado Ortuño y creo que su pensamiento está muy bien intencionado. 


(Diálogos) 


——— De una lectura acabada del artículo 24 surge claramente que: "(...) serán civilmente responsables del 
daño causado a terceros, en la ejecución de los servicios públicos, confiados a su gestión o dirección”. El 
artículo 25 establece, también claramente: "(...) en caso de haber obrado con culpa grave o dolo, el órgano 
público correspondiente podrá repetir contra ellos, lo que hubiere pagado en reparación". 


Que no se hayan aplicado estos artículos no quiere decir que no estén vigentes y que cualquier jerarca de 
cualquier organismo o repartición pública no puedan hacerlo, no puedan repetir. La reflexión que quiero dejar 
a los compañeros de la Comisión es: ¿a santo de qué vamos a establecer una especie de reglamentación? Si 
adoptáramos ese criterio, tendríamos que actuar de la misma manera con casi todos los artículos de la 
Constitución de la República. Por ejemplo, el Consejo Nacional de Economía ?creo que así se llama? nunca 
fue utilizado y, perfectamente, el Presidente de la República, sin proyecto de ley alguno, puede ponerlo en 
funciones con un decreto, designando a las personas que lo integren. 


Creo -con esto no quiero decir que vaya o no a acompañar la iniciativa- que debemos reflexionar acerca de la 
proliferación de legislación ya que, de alguna manera, se llena de trabas algo que es claro. Si no existieran los 
artículos 24 y 25, sin ninguna duda estaría de acuerdo con este proyecto pero -reitero-, dichos artículos de la 
Carta son tan claros que no dejan ningún lugar a dudas de que cualquier jerarca de cualquier repartición 
pública puede actuar como se establece por este otro medio en la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a ser muy breve, pero quiero hacer algunas precisiones. 


Es cierto que si alguien quisiera aplicar esto hoy, podría hacerlo. De todas maneras, creo que no es óbice para 
que se establezca con claridad cuáles son los procedimientos que deben utilizarse para ello. Son cosas 
distintas. 


Además, quiero aclarar que la Mesa -que ha hecho consultas extraoficiales, pero quiere dejar constancia en la 
versión taquigráfica- va a enviar el proyecto al doctor Cagnoni, a efectos de recibir su opinión técnica. Creo 
que un proyecto de reglamentación de los artículos en cuestión de la Constitución tiene algunas dificultades 
técnicas que debemos resolver aquí. 


Esto fue incorporado en la Constitución de 1952, y cuando uno lee a Jiménez de Aréchaga comentando estos 
dos artículos, puede advertir cómo fue evolucionando hasta llegar a la frase "podrá repetir". El término 
"podrá", evidentemente significa una potestad de la Administración; podrá o no. Quiero aclarar que en este 
caso en particular este fue un proyecto de reforma constitucional elaborado por las Cámaras; en 
consecuencia, tenemos algunos auxiliares que no hay en otro tipo de reforma de la Constitución, que es toda 
la discusión parlamentaria que hubo aquí. Cuando el entonces señor Diputado Ferrer Serra informa sobre 
esto, dice que se puso el término "podrá" para dar la posibilidad expresa de que la Administración decidiera 
s1 O no por este asunto. Y se puso un ejemplo como este. A veces, no realizar una acción se debe a motivos 
prácticos. Supongamos que contraté a un individuo para que hiciera la reparación del frente de una casa y 


provocó un daño tremendo que le va a costar al Estado cientos de miles de dólares. ¿Qué sentido tiene que se 
repita contra él si no va a tener ningún fondo para responder? Ese tipo de ejemplos demostraba que en esos 
casos no valía la pena iniciar demanda. 


Simplemente digo estas cosas porque me parece que la norma, así como está, pelada, tiene sus dificultades de 
aplicación. Entonces, me parece razonable que el Estado se haga responsable cuando algún funcionario 
público -que puede ser de alto rango o no; pero sobre todo cuando es de alto rango- comete un error que 
implica una lesión al sistema jurídico. Aquí no se puede hablar de los errores empresariales, por ejemplo, de 
alguien que decide invertir en algo pensando que va a sacar mucho dinero y luego resulta que es un fracaso; 
eso está en la esencia de lo que es la gestión económica de cualquier empresa, pública o privada. Todos los 
que alguna vez hemos actuado en empresas, sabemos perfectamente que a veces hemos traído un producto 
sin ninguna esperanza y resultó un "boom" y otras veces hemos traído productos que pensamos que iban a 
arrasar en el mercado y nunca se vendió uno. Pero no es de eso de lo que estamos hablando; acá estamos 
diciendo concretamente que todo funcionario público está sujeto a un régimen jurídico de funcionamiento y 
si hay ruptura de ese régimen, tendría que haber responsabilidades. 


Conscientes de las dificultades que esto tiene, se va a pedir la opinión del doctor Cagnoni, y la bancada de 
Gobierno está dispuesta a estudiar en profundidad el tema para hacer algo que sea lo mejor posible. 


SEÑOR LACALLE POU.- Desde nuestro punto de vista, los artículos 24 y 25 de la Constitución de la 
República han sido analizados como buenos y, quizás, como carentes de aplicación en la práctica. Si 
uno lee la letra fría de la Constitución, también se encuentra con ciertas dificultades. En realidad, 
cuando yo pienso en la responsabilidad civil y patrimonial que corresponde a un individuo que ocupa 
un cargo público, no estoy pensando que voy a apelar al carpintero -tomo el ejemplo que puso el señor 
Presidente- que contrató, por ejemplo, la Administración de Durazno, sino que estoy pensando en el 
Intendente, en el Presidente de un servicio descentralizado o en el Director de un ente autónomo. Es 
decir, estoy pensando en los de arriba, que son los que toman las decisiones importantes. Entonces, a 
mí me genera ciertas dificultades cuando el artículo 25 establece que el organismo público 
correspondiente podrá repetir contra ellos. ¿Cómo hace, por ejemplo, la Intendencia de Canelones, 
como organismo, para repetir contra el Intendente? Siempre y cuando el sentido sea el que yo le doy a 
este artículo. A nadie le puede caber la menor duda de que si el carpintero se equivocó, le van a hacer 
un juicio civil. Sin embargo, a mí me cabe una enorme duda en cuanto a si en la práctica se ha de hacer 
juicio a jerarcas actuando con culpa grave o con dolo. Sé de algunos que pasan en su cero kilómetro y a 
los que no les tocaron un peso, a pesar de haber dejado a la Administración que se les encargó con un 
déficit por actuar mal, con dolo y con culpa grave. Entonces, me genera dificultad la aplicación del 
artículo 25 con quien está a la cabeza, es decir, con el jerarca, con el capitán del cuadro de un servicio 
descentralizado, ente autónomo, Municipio u otro; no con el de abajo. 


Estoy totalmente de acuerdo con el espíritu de la ley y creo que es el que anima a todos los que estamos acá. 
Sin embargo, el texto de la ley me parece engorroso. 


Ya el artículo 1 me genera algún tipo de duda. No soy tan atrevido como para sugerir a la Comisión borrar 
todo el articulado y hacer algo conciso, concreto y que realmente sea aplicado, porque no tengo ese trabajo 
hecho. Pero sí me parece que tendría que tratarse de una iniciativa contundente. Por ejemplo, no entiendo 
cuando se le atribuye en el artículo 1” la acción al Ministerio Público. ¿Cómo se inicia y quién la inicia? ¿Es 
el Ministerio Público de por sí o el organismo propio? Seguramente, en el correr del articulado esté previsto 
esto, pero me parece que esta aplicación genera algún tipo de dificultades. 


Si me proponen votar ahora en general, lo haría, pero estaría votando más bien el espíritu. Me gustaría incluir 
que esta norma se dirige particular o más específicamente a los que les toca dirigir las empresas públicas, 
servicios descentralizados, entes autónomos o Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No se puede analizar así, porque tal como está redactado el proyecto, es de 
oficio que el Ministerio Público tiene el poder-deber de iniciar la acción o, por lo menos, de alertar al 
organismo involucrado. 


Con respecto a lo que se decía del administrador de primer nivel, de segundo nivel y del funcionario de 
abajo, admitiendo que puede tener razón el señor Diputado Lacalle Pou, en realidad, la Constitución se 
refiere a "funcionarios públicos". Y nosotros no podemos disminuir el alcance de la Constitución. Por 
ejemplo, si a alguien que está cuidando Santa Teresa, en el ejercicio de sus funciones se le ocurre hacer un 
asadito en un lugar inapropiado e incendia todo, provoca un daño brutal que no está hecho por un jerarca. 
Habrá que medir si se hace la acción de repetición pero, sin duda, desde el punto de vista del esquema teórico 
eso daría lugar a una acción de reparación, aunque no es un jerarca. 


Todos estamos embebidos de la misma idea en cuanto a que tiene que haber un principio que los alcance a 
todos; por eso es esa discusión. ¿Cómo hacemos para que esto se haga efectivo? Yo creo que hay que analizar 
esto muchísimo más a fondo. 


SEÑOR ORTUÑO.- Coincido con la preocupación del señor Diputado Lacalle Pou. Efectivamente, 
creo que en esencia, gran parte del espíritu que nos anima es el mismo en ese sentido. Este tipo de cosas 
hay que aclararlas en el articulado. 


Precisamente, pensando en esos casos y para que no quede en manos del propio jerarca es que se otorga al 
Ministerio Público -es decir, alguien que tiene entre sus funciones y sus cometidos velar por los intereses del 
Estado- la posibilidad de accionar el mecanismo, porque pueden darse las hipótesis que plantea el señor 
Diputado Lacalle Pou. 


Esa misma duda se planteó en el Senado y el Senador Korzeniak aclaró y dejó expresamente establecido el 
alcance a los jerarcas. 


En ese sentido, entregamos a la Secretaría de la Comisión la propuesta de modificación y los aditivos. 
Agregamos un artículo específico que establece que a los efectos de las responsabilidades establecidas en la 
presente ley, se entiende por funcionarios tanto a los subordinados como a los jerarcas de cualquier condición 
institucional, de modo de poder -como lo planteaba el Senador Korzeniak en el Senado en la Legislatura 
anterior y en línea con la preocupación que ahora tenía el señor Diputado Lacalle Pou- establecer 
instrumentos claros para alcanzar a los jerarcas cuando proceden en forma perjudicial a los intereses del 
colectivo del Estado. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quiero contestar un planteo original puesto de manifiesto por el señor 
Diputado Borsari Brenna, que me parece tiene que ver con la globalidad del proyecto. Él señalaba que 
la Constitución era clara y que por lo tanto no requeríamos establecer una reglamentación por la vía 
legal, particular o especial. El problema es que no se ha utilizado esto y no quedaba claro cuál era el 
mecanismo por el cual este tipo de reclamaciones debía llevarse a cabo. Es decir, no quedaba claro cuál 
era la vía procesal ni el organismo competente. Además, para nosotros es absolutamente 
imprescindible que quede establecido, más allá del "podrá" que figura en la Constitución, que quien 
no accione, en definitiva tenga de algún modo incluida su responsabilidad política y, en algún caso, su 
responsabilidad funcional. Me parece que ese grado de generalidad, en el que existe una opción que en 
general el Estado no utiliza, ha llevado a una forma de inacción del mismo Estado que, en realidad, ha 
perjudicado permanentemente los intereses de todos, en beneficio fundamentalmente de aquellos que 
gestionaban el Estado, como señalaba el señor Diputado Lacalle Pou. 


Lamentablemente, no tengo pruebas de los casos que menciona el señor Diputado Lacalle Pou; si las tuviera, 
no tengo ninguna duda de que estaría haciendo la denuncia en este preciso instante. No sé a qué casos se 
refería concretamente cuando hablaba de Directores de entes autónomos que actuaron con dolo y que andan 
en autos cero kilómetro. En el caso de conocerlos, me parece que inevitablemente nos corresponde a todos 
denunciarlos. 


SEÑOR LACALLE POU.- Uno de los casos es, por ejemplo, el de Noachas. Pregúntele al señor 


Diputado Borsari Brenna que lo conoce, y después le paso la otra lista, y no tengo problema de que 
quede en la versión taquigráfica. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Con gusto, señor Diputado, y en ese caso, vamos todos juntos. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quiero decir que tengo las denuncias concretas y constan en la Cámara de 
Representantes. Me refiero a denuncias ante el Presidente de la República, pedidos de expulsión, de 
cesión, llamados a Comisión, que hizo el señor Diputado Borsari Brenna a Noachas, a Granucci, 
etcétera. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Recuerdo claramente que fue una Comisión Permanente que solicitó el señor 
Diputado Borsari Brenna, en la que intervino mucha gente. Fue durante un verano. 


Independientemente de eso, reitero que para nosotros es fundamental establecer esto y que quien no acciona - 
es verdad que tiene una facultad con el "podrá"-, en definitiva, vea comprometida, aunque más no sea, su 
responsabilidad efectiva ante todos los ciudadanos, porque lo que está haciendo es gestionar algo que 
obviamente no le pertenece, en nombre de todos. Por lo tanto, en nuestra opinión, el cumplimiento de la 
Constitución debe ser, como siempre, absolutamente estricto. Nos parece muy importante que este proyecto 
de ley -que, reiteramos, no fue planteado inicialmente por nosotros-, que busca generar ese tipo de 
mecanismos, efectivamente sea aprobado, más allá de las obvias modificaciones que desde el punto de vista 
de su texto eventualmente se pretenda hacer. 


Se da el inicio del procedimiento o del proceso al Ministerio Público por una razón muy simple: porque en el 
ordenamiento jurídico nacional es el órgano que, aunque integrando el Poder Ejecutivo, tiene independencia 

técnica y está encargado de iniciar determinado tipo de acciones en tutela de los intereses del Estado. Este es 
el principio de congruencia elemental que nos parece que el proyecto respeta. 


SEÑOR CÁNEPA.- Volviendo al fondo del tema en discusión, quiero manifestar mi apoyo en general al 
proyecto que estamos tratando. Estoy bastante de acuerdo con su redacción, y pienso que los aportes 
que ha hecho el señor Diputado Ortuño a este tema, fundamentados extensamente, pueden dar lugar a 
discusión. 


Creo que aquí hay dos o tres razones distintas. Escuché con atención la exposición del señor Diputado 
Borsari Brenna, que alertó que a veces uno tiene la sensación de que está legislando y sobreabundando en 
cosas que están muy claras. En esta Comisión ya se ha discutido este aspecto, y recuerdo que en esta 
Legislatura el señor Diputado Alonso avisaba sobre esto cuando se discutían otros proyectos de ley. 


Sin embargo, creo que en este punto la profundidad de la reglamentación de los artículos 24 y 25 responde no 
solo a elementos coyunturales, reales y objetivos. Vamos a hablar claro. Hoy nos encontramos frente a un 
Estado -esto no es de ahora; sucedió también en el pasado Gobierno- con inmumerable cantidad de juicios 
por responsabilidad del Estado. Y, en mi opinión, hay una cantidad enorme de juicios con cierto grado de 
omisión o de negligencia en su tratamiento. Hay juicios que ya pasaron, que ya se pagaron o que están en vía 
de pago por parte del Estado. Todo conocemos los pocos recursos que tiene el Estado, y tanto el Gobierno 
como la oposición sabemos lo difícil que es para cualquier abogado cobrar un juicio contra el Estado en este 
país; es realmente muy complicado en las distintas expresiones del Estado, persona pública mayor, o en los 
entes autónomos, por su propia realidad. Sin embargo, nos encontramos ante un Estado que ha tenido una 
especie de inflación de juicios en su contra; y los Jueces dan le razón a los demandantes, en la gran mayoría 
de ellos, porque realmente hay responsabilidad del Estado. No tengo estadísticas de esto y no tengo los 
porcentajes los juicios en que el Poder Judicial haya dictado sentencias favorables a los demandantes, pero sé 
que representa un problema muy grave para el Estado y para muchos Ministerios. 


Entonces, si bien la Constitución es muy clara, aquí hay un debate que no es solo coyuntural; y este tema no 
se salva con un proyecto de ley reglamentando para modificar la Constitución. Nadie pretende eso. Reitero 
que la Constitución es muy clara, por más que la claridad del derecho a veces es un rasgo discutible. Quienes 
hemos pasado por la Facultad de Derecho sabemos que no es que haya siempre dos bibliotecas sino que hay 
capacidad de interpretar de acuerdo con lo que se quiso ver. 


Antes de ingresar al tema coyuntural del porqué de este proyecto, quisiera referirme al tema de fondo. 
Comparto las palabras del señor Diputado Lacalle Pou en cuanto a que apuntamos a la responsabilidad de los 
funcionarios que tienen mayor jerarquía, aunque por supuesto todos están incluidos en su categoría de 
funcionarios públicos. Como decía el señor Diputado Lacalle Pou -con su estilo muy particular-, a quien es 
más débil en la cadena de mando seguramente se le pueda aplicar más fácilmente el peso de la ley y del 


Estado que a quien ejerce un cargo de mayor relevancia. Esa es una realidad; pero queremos ir salvando esto 
y generando una ley que clarifique y reglamente el proceso por el cual el Estado debe llevar adelante esas 
repeticiones en casos en que así lo considere. Como dijo el señor Diputado Salsamendi -que me parece lo 
más importante-, cuando algún jerarca toma la decisión de no repetir es porque tiene la facultad de no repetir, 
ya que la Constitución claramente usa el verbo "podrá". Los invito -no para aburrirse, porque es de muy alto 
nivel- a introducirse en la discusión de la Constitución del año 1951, con respecto al cambio del término 
"deberá" por la palabra "podrá". Las Constituciones de 1934 y 1942 repiten preceptivamente el término 
"deberá". La responsabilidad del funcionario era preceptiva; ni siquiera había responsabilidad del Estado, 
porque había responsabilidad directa del funcionario. Hay un cambio del eje de la responsabilidad en el año 
1951, que fue profusamente discutido. 


Antes de entrar a ese tema, quiero decir que -como bien expresaron los señores Diputados Ortuño y 
Salsamendi al comienzo- a partir de esta ley, cuando exista la decisión de no repetir en un caso de dolo o 
culpa grave -tal como lo establece la Constitución-, deberá ser fundamentado. Me parece que es un elemento 
sustancial de transparencia y cristalinidad en la función pública. Deben tener no solo la responsabilidad 
política -que este Parlamento puede evaluar constantemente- sino responsabilidad funcional, a partir de esta 
ley, cuando no fundamenten jurídicamente el porqué -por razones de mérito o de fondo; habrá que analizarlo- 
no inician una acción de repetición contra un funcionario que le generó un perjuicio al Estado porque habilitó 
una demanda contra el Estado, un perjuicio a un tercero, a un ciudadano por dolo o culpa grave. No estamos 
yendo más allá de la Constitución, sino que intentamos que se cumpla y preservar dos elementos 
sustanciales: uno es la responsabilidad funcional -llevar a los funcionarios públicos a asumir su 
responsabilidad- y el otro de transparencia y cristalinidad, en cuanto a que exista la necesidad del fundamento 
cuando no se hace opción de esta facultad que otorga el artículo 25 de la Constitución. 


Quiero recordar algo que para mí fue muy importante. Me refiero a cuando se trató este tema en la 
Legislatura anterior en el Senado; fue una iniciativa presentada por el entonces Senador Carlos Julio Pereyra, 
quien hacía referencia a la discusión que se dio en el Parlamento en oportunidad de la reforma constitucional 
en el año 1951. Se dio un debate que no fue solo jurídico, sino profundamente político. Quienes sostenían 
fuertemente su oposición al cambio del término "deberá" por "podrá" eran los legisladores de ese momento, 
Horacio Terra Arocena y el entonces Diputado Enrique Beltrán. Voy a citar a este último, que tiene una 
posición muy clara al respecto. Él dice que la modificación que se había presentado -la de los artículos 24 y 
25 de la Constitución-, dejando enteramente la responsabilidad a cargo de la Administración, había sido una 
desdichada modificación que podía sentar el privilegio y la injusticia. En su concepto, la sustitución de la 
palabrita "deberá" por "podrá" representaba decretar la inmunidad de los funcionarios; y dio más argumentos 
en este sentido. Al final de su exposición, el doctor Beltrán, refiriéndose al cambio del eje de responsabilidad, 
puso ejemplos con respecto a qué pasaría. Ya en el año 1951 advertía que pocas veces en el futuro, el Estado 
repetiría contra un funcionario. Y el señor Diputado Beltrán tenía razón, porque desde que se aprobó la 
Constitución en 1952, la repetición del Estado contra algún funcionario público se ha aplicado -no tengo los 
datos exactos- en escasas y muy puntuales oportunidades. Por lo tanto, el tiempo ha dado la razón a aquellos 
que se oponían al cambio del eje de responsabilidad. 


En el derecho comparado hay soluciones diversas con respecto a este tema; algunas son totalmente 
contrapuestas a las que ha asumido el legislador uruguayo. Por ejemplo, en México la responsabilidad es 
siempre del funcionario; primero se debe accionar contra él y en el caso de que se decrete insolvente o que su 
patrimonio no alcance para cubrir los daños a terceros, recién entonces subsidiariamente el Estado es 
responsable. Por su parte, en Francia, país que ha tenido una influencia muy grande en nuestro derecho - 
influencia que ha sido de ida y vuelta porque el doctor Sayagués Laso terminó siendo estudiado en la 
Universidad de la Sorbona-, el derecho prevé un sistema mixto. Se establece que la responsabilidad es del 
Estado, que podrá repetir contra el funcionario en algunos casos; pero cuando hay dolo, culpa grave o lo que 
ellos llaman responsabilidad por servicio -se da cuando hay una directa vinculación de responsabilidad del 
funcionario-, se habilita el juicio directo contra el funcionario sin pasar por el juicio contra el Estado. 


Si bien esta exposición pudo haber sido aburrida para algunos legisladores, me parece que es de estricta 
justicia reivindicar un tema que va más allá de lo coyuntural y que es importante en cualquier Estado de 
derecho. Me refiero a tener claro cuáles son los caminos a seguir. Tenemos el artículo 24 de la Constitución 
de la República, que refiere a la responsabilidad del Estado. Esto es algo correcto, que no teníamos en las 
Constituciones anteriores, pero lamentablemente se dejó librado a la discrecionalidad casi absoluta de la 
Administración la posibilidad de repetir contra el funcionario que cometa dolo o culpa grave. Y no voy a 


referirme a lo que el Senador Korzeniak planteó en el debate -y que contaba con el apoyo de varios 
Senadores de distintos lemas- en cuanto a que no tenemos definido claramente el alcance del valor del dolo - 
es fácil de definir en derecho- y tampoco el de la culpa grave, según lo que significa para la Constitución. 
Este es un elemento que también podemos dejar abierto a la discrecionalidad de la Administración ya que, 
cuando queremos tener una puerta de salida, dejamos una ventana para que los temas se vayan por el costado. 


Apoyo fervorosamente este proyecto de ley en general; creo que las razones expuestas por los señores 
Diputados Ortuño y Salsamendi son las que animan su espíritu. Deberíamos abocarnos al estudio de los 
artículos mencionados para poder avanzar en su consideración. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- La exposición del señor Diputado Cánepa no me ha sorprendido, 
porque su capacidad está fuera de dudas, pero además demuestra un estudio muy acabado del tema. 
Se nota que el legislador se ha preocupado por buscar los antecedentes legislativos y la discusión 
fecunda que ha tenido este tema en el pasado. 


Confirmo que los artículos 24 y 25 son claros, pero reconozco -es de honestidad intelectual hacerlo- que los 
argumentos del señor Diputado Cánepa tienen un peso muy importante en este intercambio de ideas y me han 
hecho reflexionar en cuanto a la necesidad de incursionar en la aprobación de una ley referente a este tema. 
Podríamos seguir el camino de reformar la Constitución, pero es mucho más arduo y dificil; por eso admito 
que este otro camino sería más práctico. 


Por lo tanto, creo que haríamos bien en hacer las consultas pertinentes. Coincido con el doctor Lacalle Pou en 
que habría que afinar el texto del proyecto. Podríamos seguir adelante con el tratamiento y quizá aprobar un 
proyecto más simple, porque este texto me parece engorroso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere aclarar que hay un texto sustitutivo presentado por el señor 
Diputado Ortuño y la Secretaría va a hacer un comparativo. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Creemos que si este proyecto hubiera estado vigente, los casos que se 
señalaron -inclusive en esta sesión- habrían sido sometidos necesariamente a la reparación del Estado; 
se han mencionado muchos casos, algunos de ellos vinculados a las instituciones de intermediación 
financiera. En esos casos, como mínimo, se hubiera obligado a los jerarcas de esos servicios -muchos de 
los cuales se mencionaron acá- a comprometer con su firma la fundamentación por la cual, habiendo 
sido tan clara la afectación al patrimonio del Estado, no se accionó contra ellos. Esto nos parece muy 
relevante. 


SEÑOR ALONSO.- Voy a dar un ángulo distinto a esta consideración general, aunque no es mi ánimo 
abrir un debate. 


Nos estamos sumergiendo en el estudio técnico de un tema que, dependiendo de la forma en que se comunica 
y de la oportunidad en que se maneja, puede llegar o no a ser de recibo o a generar alguna urticaria. ¿A qué 
voy? A que creo que la oportunidad para considerarlo puede ser esta y que tiene que estar contextualizada. 
Un contexto podría ser -como pasó hace poco- en el marco general de una especie de puesta en escena de un 
revisionismo y de la denuncia generalizada -se había anunciado que se iba a hacer al más alto nivel-, en el 
que simultáneamente se aterrizan proyectos desarchivados -como el de la responsabilidad de los Ministros- y 
se pone sobre la mesa la discusión de este proyecto. Este es otro. Por eso, cuando se instaló en el orden del 
día el debate de la responsabilidad de los Ministros, nosotros pedimos una semana. Nos pareció que no era 
conveniente que de un lado se pusieran los buenos y del otro los malos, porque en estos temas comprobado 
está -por la experiencia comparada y por la historia- que estas cosas no tienen bandera, color ni tendencia: 
van de izquierda a derecha y de derecha a izquierda, y en el centro también, como lo estamos viendo hoy, al 
lado, en Brasil. El Presidente Lula, con una tendencia política neta, definida, está frente a problemas que han 
tenido gobiernos de todos los colores. 


Por lo tanto, estas son cuestiones que nos afectan a todos y nosotros tenemos responsabilidades. Puede ser 
que una de las formas de atender el problema sea a través de un proyecto de ley como este, o no. Creo que 
vamos a trabajar como lo hemos hecho hoy, desde el ángulo de la responsabilidad política, pero también con 
la precisión y la fineza técnica que merece un tema de este tipo. 


Mi comentario va en el sentido de decir que estoy dispuesto a trabajar en estas condiciones y que en otras 
condiciones no es bueno hacerlo. En la oportunidad en que el tema fue presentado en bloque, parecía una 
reacción que no era conveniente para nadie. Me parece que ahora vamos por el buen camino. 


SEÑOR ORTUÑO.- El señor Diputado hace referencia, con razón, al hecho de que la aparición de 
elementos de corrupción o apartados de la ética que nosotros defendemos de cómo debe conducirse en 
el Estado va de izquierda a derecha y al centro. Probablemente sea así. Lo que nos parece central en 
esto y de alguna manera hace a las identidades políticas y a las convicciones es cómo reaccionan los 
gobiernos cuando aparecen esos elementos dentro del Estado. 


Simplemente, quiero aportar una información en referencia al Gobierno de Lula, en Brasil, donde 
efectivamente aparecieron algunos elementos de este tenor -para mí tan o más importante es cómo se 
reacciona como gobierno frente a la corrupción- y, precisamente en el día de ayer, el Presidente Lula separó 
de sus cargos, cesó a todo el Directorio encargado del Correo y de lo que aquí sería el Banco de Seguros, 
dando prueba cabal de cómo reaccionan los gobiernos de izquierda ante la aparición de focos de corrupción. 


SEÑOR ALONSO.- Yo leí también la información, pero si comenzamos a discutir esos temas, entramos 
en otro contexto. Esa es la línea que yo digo que no hay que cruzar. ¿Me entiende, señor Presidente? Si 
la cruzamos, se desvirtúa el trabajo de la Comisión. Si quieren cruzarla, estupendo, pero la idea es no 
hacerlo. 


(Diálogos) 
——— Voy a hacer una pequeña reseña, nada más. 


Lo que marqué fue, precisamente, la diferencia de clima que puede representar tratar un tema desde un 
ángulo o desde el otro. Y el ejemplo que puse es válido. Pero si después vamos a juzgar el comportamiento, 
la reacción que tienen los gobiernos, ahí ya estaríamos entrando en el tema. 


Dije algo que creo inexcusable e indiscutible, un dato de la realidad. Se pueden haber sentido ofendidos si 
hablo de Lula, pero también pasó en España con el PSOE y también en muchas otras partes del mundo, con 
partidos de izquierda y de derecha, y no es que yo me defina de derecha. Pasa, independientemente de lo que 
sea la tendencia política que tenga el partido, porque está en la condición humana, lamentablemente. 


Invito, entonces, a que el tema no adquiera la semántica que nos haría avanzar en un terreno complicado. 
Nada más. 


SEÑOR LACALLE POU.- Yo no tengo que hablar de Lula, porque me gusta más hablar de mi país. El 
señor Diputado Ortuño ingresa en esos casos y cada vez que se toca ese tema para mí y para mi 
colectividad es un asunto muy sensible. Voy a dejar muy clarita una cosa y pido a los taquígrafos que 
subrayen lo siguiente: el Partido Nacional es el único partido del espectro político que ha expulsado a 
miembros que se han equivocado, cometido cohecho simple, cohecho calificado, abuso de funciones, 
etcétera. Cuando la falta se consideró ética, inclusive antes de que la Justicia hubiera tomado una 
decisión en nombre de uno de los Poderes del Estado, ya muchos habían sido expulsados de la 
colectividad. No voy a dar en nombre, porque no es lo que me ocupa en este momento, pero si quieren 
lo hacemos, y nombres hay por todos lados. 


Celebro la intervención del señor Diputado Cánepa y la verdad es que se ha tomado tiempo para estudiar el 
tema, lo que no hace más que confirmar las capacidades que creemos tiene. Estoy en casi todo de acuerdo 
con el señor Diputado Alonso, salvo en una cosa: que este proyecto de ley no va a hacer que las conductas 
cambien, porque desde que nuestro común pariente Adán, Eva y la serpiente se juntaron e hicieron la macana 
que no debieron haber hecho, hay gente que hace cosas que no debe. 


Este proyecto no va a evitar conductas que produzcan daño, en este caso para el Erario. Lo que se va a hacer 
es Justicia y se va a castigar en el sentido amplio de la palabra. Creo que eso es lo que vamos a lograr hoy, 
porque valores como transparencia y honestidad no se enseñan en los textos legales: o se tienen o no se 
tienen. Este proyecto de ley lo que va a hacer es sancionar a los que los han dejado de lado o, mejor dicho, no 


los tienen, y han actuado con dolo o culpa grave. Recordemos que la Constitución establece que este 
mecanismo se pueda disparar si y solo si ha existido dolo o culpa grave en el ejercicio de las funciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Presidencia considera que ha habido un debate muy ilustrativo y de 
muy alto nivel. Se ha empezado a entrar en el tema, con muy alto nivel, pero me parece que por hoy 
está bien. Por lo tanto, vamos a dejar esta discusión acá. 


Quiero advertirles lo siguiente. Esta tarde, a la hora 14, concurrirán tres constitucionalistas. La Presidencia 
también va a invitar al politólogo Oscar Bottinelli, a quien se le va a dar el proyecto de ley para que exponga 
en Comisión. 


SEÑOR LACALLE POU.- Me gustaría que también se citara a la Corte Electoral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acá tenemos un problema serio, porque nosotros entendemos que la Corte 
Electoral está deslegitimada. 


Si los señores Diputados del Partido Nacional quieren que concurra la Corte Electoral, nosotros no tenemos 
problema. 


SEÑOR LACALLE POU.- La legitimación o no de la Corte Electoral no pasa por nosotros. Por ahora 
es la que hay y no creo que carezca de legitimación. Yo tengo mi punto de vista personalísimo -no sale 
de mis hombros esto-, y creo en la renovación del Tribunal de Cuentas y de la Corte Electoral, así como 
creo que Ariel Álvarez no puede ir a ningún lado pero son, reitero, temas personalísimos y distintos. 


Solicito a la Comisión que, salvo que haya una ilegitimidad formal -que no la hay; que no existe-, se avenga a 
que concurran los Ministros de la Corte Electoral, el Presidente de la Corte Electoral o quien a ustedes les 
parezca. Para mí se tiene que invitar al órgano colegiado a hacer su exposición. No creo que esto entorpezca 
ni mucho menos el proyecto de ley que impulsa el Gobierno. Si nos enroscamos en esto, sí lo va a entorpecer 
porque, además, vamos a decir quién sí y quién no y se va a complicar el tratamiento de todos los proyectos. 
Si me dicen que la Corte Electoral no, yo empiezo a decir que los invitados que vienen hoy -no sé quiénes 
son-, algunos sí y otros no, depende de la opinión que tengan. 


SEÑOR ORTUÑO.- Quería plantear una cuestión de orden, pero por el comentario final que se hizo, 
quisiera hacer una consideración política. 


Me parece que la sesión había transcurrido con normalidad y no voy a abundar en elogios, porque creo que 
en realidad hacemos nuestro trabajo desarrollando la preparación adecuada de los temas, y no va en 
desmedro de la tarea del Diputado. 


No tenemos problema de que en su momento se agende la visita de la Corte Electoral para despejar dudas 
políticas. Esto no es contradictorio con lo que afirmamos, en el sentido de que carece de legitimidad. Y lo 
vamos a seguir afirmando y, seguramente, se lo podremos decir frente a frente a la Corte si surge el tema y, si 
es del caso, hablaremos de otros asuntos; es más: si hay un partido que pide especialmente la comparecencia 
de la Corte me parece que nos corresponde acordar la fecha. Pero hay un tema de fondo que los legisladores 
del Partido Nacional conocen, que es el de la imperiosa y necesaria renovación de una Corte Electoral, que 
siendo un organismo jurisdiccional que debe darnos garantías a todos, que debe estar integrado y ser 
renovado de acuerdo con lo que dispone la Constitución, no ha sido porque tiene una integración que no 
obedece para nada a la realidad política actual. O sea que separemos los tantos. En su momento trataremos 
los distintos temas, pero no nos vamos a apartar de lo que está planteando el Partido Nacional que, en última 
instancia, está sujeto a derecho. 


SEÑOR ALONSO.- La Comisión tiene que entender en un asunto que le fue remitido por el plenario. 
Para hacerlo, la Comisión elige a quién invita y a quién deja de invitar. Me parece que si la bancada de 
Gobierno tiene la posición de decir: -que sería un error- "a Fulano no lo invitamos porque carece de 
legitimidad", eso generaría... 


(Interrupción del señor Representante Ortuño) 


——— Entonces, si vamos a entrar en el terreno de la legitimidad o ilegitimidad de la Corte Electoral -que no 
me parece que sea el caso-, no lo tenemos que plantear así. 


Creo que hay que procesar la venida de la Corte Electoral. Sé que quizás en esa oportunidad se le haga algún 
comentario a los integrantes de la Corte Electoral que son -según mi opinión- quienes menos tienen la culpa 

de que no haya sido renovada durante la Administración pasada. No me parece que sea tema de la Comisión 

desarrollar un juicio sobre la legitimidad o la ilegitimidad de la Corte Electoral. 


SEÑOR SALSAMENDI.- La opinión que expresó el señor Diputado Ortuño es suficientemente 
contundente y expresa con claridad lo que pretendemos. Eso quedó claro. Escucharemos las opiniones 
de todos a quienes haya que escuchar. Desde mi punto de vista, en este tema se ha abierto 
suficientemente la cancha como para escuchar opiniones muy diferentes. Inclusive, en la tarde de hoy 
vamos a escuchar opiniones que probablemente sean diferentes entre sí y también de las anteriores que 
se han planteado. O sea que en ese aspecto no nos duelen prendas de cómo debemos tratar este tema. 
Hemos dado claras muestras de lo que queremos hacer y de lo que hacemos. 


También quisiera hacer un mero comentario. Francamente, recuerdo solo uno o dos casos de jerarcas 
pertenecientes al Encuentro Progresista que hayan sido procesados por la Justicia. En el caso de que haya 
habido, quiero dejar claro que siempre actuó la Comisión de Ética y Disciplina de nuestro Frente Amplio y en 
su momento adoptó las resoluciones que había que adoptar. Esta es una mera constancia a lo que se planteó, 
sin pretender ingresar a un debate mayor, porque realmente está fuera del tema a consideración en este 
momento. 


(Diálogos) 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- La convocatoria de la Corte Electoral es una propuesta del Partido 
Nacional y pienso que debemos viabilizarla. 


En cuanto a los adjetivos que se han utilizado, me parece -con todo el respeto que me merecen los miembros 
de la Comisión- que están fuera de lugar. ¡Cuidado cuando en democracia entramos a acusar de legitimidad o 
ilegitimidad a Órganos o a Poderes que están constitucionalmente nombrados y designados! ¿Por qué? Porque 
soy un poco más viejo que algunos de los aquí presentes, pero hay algunos que peinan canas y que recuerdan 
que antes de 1973 se empezó por un camino que luego desembocó en la denostación de determinadas 
instituciones públicas; una de ellas fue la Junta Departamental. ¿Qué quiero decir con esto? Que la Corte 
Electoral está legítimamente constituida; está constituida como constitucionalmente corresponde y que en la 
Constitución de la República están los caminos para destituirla. Ahí sí se podría declararla ilegítima, pero 
antes de recorrer esos caminos que establece la Constitución, acá no hay nada ilegítimo. Si hay mayorías en 
el país y en el Parlamento para destituirla y decir que es ilegítima, procédase. Se pide una sesión de la 
Asamblea General con las firmas que seguramente algunos partidos tienen y se procede, no solo a la 
declaración de ilegítima, sino a destituirla. No quiero empezar una discusión con el señor Diputado Cánepa; 
he sido lo más ponderado posible, pero creo que mis palabras no se han apartado ni un ápice de lo que la 
Constitución establece respecto de instituciones que, nos gusten o no, están allí y deben ser respetadas hasta 
que se enerven los procedimientos de la Constitución de la República y ellos obtengan las mayorías que la 
Constitución indica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente, voy a aclarar que hay una diferencia entre legitimidad y 
legalidad. No voy a discutir ahora pero la diferencia existe. 


SEÑOR CÁNEPA.- Seguramente, con lo que voy a expresar ahora no se van a repetir los elogios y el 
agradecimiento que he recibido del Partido Nacional. No obstante, los agradezco, si bien creo que no 
son necesarios, como ha dicho el señor Diputado Ortuño, porque es parte de nuestro trabajo. 


Creo que el señor Diputado Ortuño fue muy claro y contundente al expresar la posición de esta bancada de 
Gobierno. Como se dijo, algunos tienen más años que quien habla y por la vía retórica de decir: "No quiero 
debatir este tema y no quiero entrar..." terminamos pidiendo la palabra, entrando en el tema y dejando 


constancias políticas que son muy legítimas; nadie duda de la legitimidad ni del respeto con que se ha tratado 
el tema. 


El tema que hay con la Corte Electoral no procede simplemente por lo que establece la Constitución, es decir, 
que haya una acusación para un juicio político ante la Cámara de Representantes y después que el Senado 
decida; tiene que haber causas suficientes, que no son las que estamos discutiendo aquí. La Constitución 
establece causas preceptivas para hacer un juicio político, como es su violación grave o el tema del delito. 


Como dijo el señor Diputado Ortuño, pensamos que no es un problema de creer que el órgano Corte Electoral 
no es un poder. En mi humilde opinión creo que es un órgano y no un poder del Estado -esto ha sido debatido 
por los constitucionalistas-;Poderes del Estado hay tres, no cuatro. En Uruguay la Corte Electoral no tiene 
rango de Poder de Estado. 


Si fuera un Poder del Estado, reconozco que tendríamos algo que se quiere traducir acá, como el choque de 
Poderes. Acá no hay choques de Poderes. Este no es un problema jurídico. Intentar sostener que este 
Gobierno quiere ir a un desconocimiento, a un choque o a una colisión de Poderes no es correcto, porque ni 
política ni jurídicamente la Corte Electoral es un Poder del Estado, sino un órgano independiente, que trata el 
tema electoral y las decisiones que toma no tienen siquiera posibilidad de ser apelables frente a otro órgano. 


Cuando se habla de ilegitimidad y de legitimidad advierto que el señor Diputado Borsari Bremna tiene razón. 
Sinceramente, con mucho respeto debo decir que, si bien pudo ser uno de los aspectos, lo que sucedió en los 
años previos a la dictadura -no quiero abrir un debate aquí- se debió a otras razones, distintas, profundas. No 
es el tema de hoy debatir acerca del desprestigio social que tenían las instituciones democráticas; no fue esta 
fuerza política que nació en el 1971 ni los políticos en sí quienes la estaban desprestigiando. Legítimamente 
la posición de quien habla -que puede ser equivocada, discutible, como todas las posiciones políticas- es la de 
que en esta Corte no ha habido voluntad -repito palabras del señor Diputado Salsamendi en la Asamblea 
General- ni honestidad republicana de parte de todos los legisladores. Aclaro que no estoy haciendo juicios 
de valor sobre las posiciones de algunos en cuanto a lograr los dos tercios de la Asamblea General para 
renovar algo que es un mandato: respetar la voluntad popular que se ha expresado ya en dos oportunidades. Y 
esta Corte no refleja esa voluntad popular. 


SEÑOR ALONSO.- Quiero dejar constancia de que presento mis excusas en caso de que haya tenido 
un tratamiento no respetuoso hacia los colegas de la Comisión, especialmente hacia el señor Diputado 
Ortuño y también hacia el señor Diputado Cánepa, a quien en ningún momento pretendí minimizar la 
importancia de lo que estaba diciendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


